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Este es un informe encargado por HIVOS, ACT ALLIANCE EU (antes APRODEV) y CIFCA, 
sobre los programas de cooperación de la Unión Europea 2007-2013 que apoyan el fortalecimiento 
del sistema de justicia y de seguridad en Guatemala y Honduras, con especial énfasis en la lucha 
contra la impunidad, el fortalecimiento de la independencia judicial y el acceso a la justicia de las 
mujeres. Por la demarcación temporal y temática, el estudio abarca, concretamente, el Programa 
Seguridad y Justicia en Guatemala (SEJUST), y los Programas de Honduras de Apoyo al Sector 
Seguridad (PASS) y de Apoyo a los Derechos Humanos (PADH). 

El informe se elaboró a partir de una investigación documental y de las percepciones y 
valoraciones de actores clave. Los  documentos oficiales de la UE, concernientes a los programas, 
a los que se tuvo acceso, se complementaron con documentos oficiales de los gobiernos, con 
informes particulares y con comunicados de prensa enlazados. Las personas entrevistadas 
fueron cincuenta y una, veinticuatro en Guatemala1 y veintisiete en Honduras2, vinculadas y/o 
relacionadas con los programas: funcionarios/as de las instituciones beneficiaras, personal de la 
UE, de las Unidades de Gestión, de la Asistencia Técnica Internacional y de sociedad civil.

El objetivo del SEJUST en Guatemala es apoyar la implementación de las políticas del país 
para promover y consolidar el proceso de reforma estructural del Sector Seguridad y Justicia  
y contribuir a disminuir los altos índices de impunidad. Tiene una duración de 66 meses y 
representa una contribución de la Unión Europea de €20,000,000, más dos millones que aporta 
el Estado guatemalteco. Participan las máximas autoridades nacionales responsables de la 
justicia y la seguridad de Guatemala: Organismo Judicial, Instituto de la Defensa Pública Penal, 
Ministerio Público, Instituto Nacional de Ciencias Forenses, Ministerio de Gobernación, Policía 
Nacional, Unidad para la Prevención Comunitaria de la Violencia y Secretaría de Bienestar 
Social de la Presidencia. Inició en 2012, durante el gobierno de Álvaro Colom. 

El PASS se ideó para fortalecer la institucionalidad del sector seguridad y justica en Honduras, 
por ello engloba a los principales actores del sector: la Secretaria de Seguridad, la Corte 
Suprema de Justicia y el Ministerio Público. El plazo original para la realización de las 
actividades fue fijado en 66 meses, a partir de la firma del Convenio de Financiación, que 
determinó su entrada en vigencia, el día 3 de julio del año 2008 por un monto de 44 millones 
de euros. Mediante Addendum, el plazo del programa fue extendido hasta septiembre de 
2015. No obstante, el programa cerró, anticipadamente, en diciembre de 2014. El PASS, 
cuyos componentes estaban dirigidos especialmente a la policía y al Ministerio Público para 
lograr mejoras en las técnicas y procedimientos de investigación, se consideró demasiado 

1 Las entrevistas en Guatemala se realizaron entre el 24 y el 28 de agosto, 2015.

2 Las entrevistas en Honduras se realizaron entre el 7 y 11 de septiembre, 2015.

Resumen ejecutivo
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ambicioso y sus resultados no ajustados a la realidad hondureña, especialmente porque para 
su concreción se requería la articulación institucional y el contexto político -sobre todo durante 
y después del golpe de estado- no lo permitía. El programa se desarrolló en un contexto de 
deteriorada institucionalidad, irrespeto de los derechos humanos y ausencia de voluntad política 
gubernamental para con las reformas en el sector justicia y policial.

Respecto del PADH, su finalidad es apoyar a las instituciones del Estado de Honduras en 
su labor de garantizar el respeto de los derechos humanos. Fue suscrito en el 2012 por un 
período de cuatro años. Su financiación es de  5 Millones de euros donados por la UE, más 
una contrapartida de €500 mil euros del Gobierno de Honduras. Las instituciones beneficiarias 
son: Secretaria de Justicia y Derechos Humanos,  la Fiscalía Especial de Derechos Humanos del 
Ministerio Público y el Comité Nacional para la Prevención de la Tortura y otros Tratos Crueles, 
Inhumanos y Degradantes (CONAPREV). Se espera que el Programa preste especial atención 
al abordaje de la problemática de grupos vulnerables (Comunidad LGTTBI, mujeres, niñez 
y juventud, discapacidad, adulto mayor, pueblos indígenas y afrodescendientes, HIV-SIDA y 
defensores de Derechos Humanos, entre otros). Actualmente, existe preocupación por la sub 
ejecución del PADH, pues para el 2014 había desembolsado sólo un 24% de su presupuesto, 
quedando un disponible según Convenio de €3.8 millones para la ejecución de actividades, 
lo que podría generar que en los dos últimos años se tenga demasiada presión para poder 
cumplir con los compromisos asumidos. En la práctica, algunos representantes de instituciones 
beneficiaras han calificado al  PADH  como una distribución de fondos entre tres instituciones sin 
una estrategia de coordinación. No ha existido una agenda de derechos humanos que implique 
la acción conjunta, sino una serie de actividades de cada institución, algunas de ellas evidencian 
duplicidad de esfuerzos. No se ha logrado una integralidad en la acción en materia de DDHH. 
Además, ha habido cambios en la estructura gubernamental: la Secretaría de Justicia y Derechos 
Humanos pasó a ser parte de la Secretaría de Derechos Humanos, Justicia, Gobernación y 
Descentralización. Con este cambio, algunos de los compromisos agendados en el programa no 
se retomaron y se introdujeron otros.

SEJUST, PASS y PADH se han diseñado en un gobierno y ejecutado en otro, con los consecuentes 
cambios de jerarquía y de personal en las instituciones beneficiarias que han hecho obligatorio 
una renegociación programática; ello aunado a cambios en la administración de los programas, 
en el personal de la asistencia técnica internacional y en la UE, han generado afectación en la 
dirección por cambios de enfoque y de prioridades, problemas administrativos y financieros, 
y retraso en el desembolso de los fondos, entre otros. Otro inconveniente común a los tres 
programas ha sido la escasa actividad del Comité Directivo, lo que significó que la coordinación 
interinstitucional no fuera un elemento predominante de los programas. Igualmente ha sido 
característico de los programas, su escasa o nula coordinación con otros temáticamente similares, 
y su mínima vinculación con organizaciones de sociedad civil con líneas estratégicas afines, lo 
que no permite a este sector dar seguimiento al cumplimiento de los compromisos estatales 
establecidos en los Convenios ni medir el impacto de la cooperación de la UE. Más aún, el 
desconocimiento de estas organizaciones de los Programas les inhibe de poder articular sus 
propios esfuerzos con los del Programa para construir complementariedades que tiendan a 
mayores efectos.

Aportes de los programas a la Independencia Judicial, a la lucha contra la Impunidad y al 
Acceso a la Justicia de las Mujeres: Como aporte al combate contra la impunidad, el SEJUST 
impulsó, en el Ministerio Público, la implementación de un nuevo modelo de organización 
que tiene en cuenta todas las particularidades de la fiscalía, de su personal, así como de las 
características de los fenómenos criminales locales, que aportó sustancialmente al aumento del 
número de casos ingresados, de salidas alternas y de condenas obtenidas. También, el apoyo 
del programa a la CICIG ha tenido un impacto extraordinario, redituando en la aprobación 
de importantes reformas legales impulsadas por esta instancia y en la investigación de casos de 
impacto. A nivel del Organismo Judicial, se ha optimizado el servicio de los órganos jurisdiccionales 
de mayor riesgo, se han intervenido juzgados para reducir la mora judicial y se impulsaron los 
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Centros Administrativos de Gestión Penal, entre otros. Pese a sus intervenciones en línea con el 
fortalecimiento de la independencia judicial como diagnósticos dirigidos a desligar del ámbito 
jurisdiccional actividades administrativas y a la reestructuración de instancias disciplinarias del 
organismo judicial, el Programa no ha logrado un diálogo político efectivo para dar seguimiento 
e implementación a las recomendaciones de  estos y otros estudios.

En materia de acceso a la justicia de las mujeres, SEJUST evaluó el funcionamiento del Call 
Center y el sistema de derivación de casos por violencia contra la mujer. En el Ministerio Público 
apoyó el  modelo de atención integral de la mujer. Con fondos de SEJUST el Instituto de Defensa 
Pública Penal (IDPP) de Guatemala elaboró el Protocolo de Actuación para la Atención de 
Mujeres Víctimas de Violencia en sus diferentes manifestaciones. Asimismo, apoya el Sistema de 
Atención Integral (SAI) que se implementa en los Juzgados de Femicidio, dando herramientas 
que fortalezcan el acceso a la justicia de las mujeres víctimas mediante técnicas de manejo de 
crisis, escucha activa, auto cuidado y otros.

Aunque estos aportes son valiosos, persisten fuertes falencias en la implementación de la ley 
contra el femicidio, en la investigación criminal, en la atención profesional a la mujer víctima, 
principalmente psicológica, así como la discriminación, falta de sensibilización, y frecuente 
revictimización. Actualmente, SEJUST está impulsando un modelo que unifique el SAI con 
el modelo de atención integral (MAI) que opera en el MP y el modelo de atención que usa 
el IDPP. Este modelo único podría ser integrado en los nuevos juzgados de turno que se 
construirán gracias al Programa. 

En Honduras, a nivel global, el principal logro de la cooperación de la UE a través del PASS es 
la contribución a la construcción de la Política Nacional para el Sector Seguridad y Justicia. Con 
el PADH se diseñó y se implementa la Política Pública de Derechos Humanos y su Plan Nacional 
de Acción 2013-2022, también se construyó el proyecto de ley de defensores/as de DDHH.

Es importante señalar que el PASS dio un decidido apoyo al tema de trata de personas y fortaleció 
el recurso humano  del Sector Seguridad y Justicia a través de Diplomados, Talleres y Cursos a 
operadores de justicia (fiscales, jueces, defensores públicos, procuradores, policías, entre otros). 
Dotó de equipo especializado al Poder Judicial, a Medicina Forense del Ministerio Público, a la 
Secretaría de Seguridad y a policías en las diferentes Direcciones de la Policía Nacional. Como 
aporte a la lucha contra la impunidad, resalta un curso de investigación criminal básica para la 
Dirección de  Investigación y Evaluación de la Carrera Policial (DIECP) y diferentes actividades 
para lograr estudios técnicos especializados en investigación criminal y otras actividades 
relevantes para el fortalecimiento de capacidades. Podría decirse que el PASS mejoró los recursos 
materiales, formativos y técnicos de las y los operadores de justicia (entendiendo policías, fiscales 
y jueces), lo que debiera impactar en la lucha contra la impunidad en Honduras.

No obstante, por los gravísimos índices de criminalidad e impunidad existentes en Honduras en 
contraste con la ineficaz respuesta de las instituciones a cargo de la seguridad y la justicia, se ha 
considerado que iniciativas como el PASS sólo han logrado avances menores sin impactar en los 
patrones de acción de las instituciones.

Para el caso del PADH, su apoyo a la Fiscalía Especial de Derechos Humanos (FEDH) estuvo 
dirigido a su fortalecimiento  procurando organizar y gestionar las acciones de esta fiscalía, para 
lo cual la dotó de un reglamento interno que permitirá la creación de unidades especializadas 
como la unidad para impulsar los expedientes de las violaciones a los derechos humanos 
ocurridas en los años 80, la unidad de Defensores/as de Derechos Humanos y la unidad de delitos 
agrarios. También la unidad de alerta temprana que permitirá acceder casi de inmediato ante 
una situación de conflictividad en derechos humanos. Como complemento, el PADH financiará 
10 auxiliares para la fiscalía por un año y velará por su capacitación, lo que permitirá alcanzar 
la meta de documentar y judicializar 10 casos paradigmáticos. Empero, aún está en trámite la 
autorización para la contratación de estos auxiliares y el contrato para su capacitación a cargo de 
la Universidad para la Paz.
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El PASS y el PADH no fueron diseñados para aportar a la independencia judicial y al acceso a la 
justicia de las mujeres, si a la lucha contra la impunidad. Empero, es importante reconocer que 
el PASS contribuyó significativamente en la aprobación de la ley del Consejo de la Judicatura 
que separa las funciones administrativas de las jurisdiccionales de la CSJ, elemento que favorece 
la independencia judicial y en materia de género se diseñó para la SDHJGD una estrategia 
para garantizar los derechos humanos de las mujeres y la equidad de género en Honduras, que 
contempla estrategia de incidencia para la aprobación del Protocolo Facultativo de la CEDAW 
y la Resolución 1325 de las Naciones Unidas y estrategia de fortalecimiento de las capacidades 
del Instituto Nacional de la Mujer en su rol rector del Estado para las políticas de Igualdad y 
Equidad de Género. 

Pese a los esfuerzos del PADH, el gobierno actual, como el anterior, ha recibido fuertes críticas 
por parte de la sociedad civil por retrocesos en materia de seguridad ciudadana y por el 
continuo irrespeto a los derechos humanos, atribuyéndosele el debilitamiento de las instituciones 
destinadas a la promoción y defensa de los derechos humanos, especialmente por la fusión de 
la Secretaría de Justicia y Derechos Humanos en la Secretaría de Derechos Humanos, Justicia, 
Gobernación y Descentralización. 

Créditos: Aron Lindblom.

Representantes de la Alcaldía Indígena de la Región Ixil y organizaciones de derechos humanos en Santa María Nebaj, región 
Ixil, conmemoran el segundo aniversario de la sentencia por genocidio y crímenes de lesa humanidad contra el ex dictador José 
Efraín Ríos Montt.
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1.	 SEJUST, PASS y PADH representan importantes iniciativas de la UE comprometidas con 
el impulso de la Seguridad y la Justicia en Guatemala y Honduras. El espíritu de estos 
programas fue generar una transformación en el sector seguridad y justicia e impulsar el 
respeto a los derechos humanos, apoyando políticas públicas para consolidar procesos de 
reforma estructural en esos campos.

2.	 Los ejes temáticos priorizados por HIVOS, ACT ALLIANCE EU (antes APRODEV) y CIFCA 
impunidad, acceso a la justicia de las mujeres e independencia judicial fueron identificados 
como temas relevantes para la sociedad civil centroamericana. Sin embargo, estos no 
necesariamente han sido ejes principales en los programas de la UE en Honduras y Guatemala, 
concretamente en PASS, PADH y SEJUST. Ahora bien, los resultados de los programas y las 
actividades realizadas para su obtención han tenido un enfoque directo en la lucha contra la 
impunidad. Respecto de los otros dos temas,  aunque no fueran prioridades en los programas, 
se hicieron intervenciones importantes, con productos relevantes especialmente en acceso a 
la justicia de las mujeres. En materia de independencia judicial donde además de la acción de 
los programas se requiere un fuerte diálogo político entre los actores intervinientes, incluido 
la UE, hubo mucho menos avance.

3.	 Los programas fueron diseñados y ejecutados en momentos históricos distintos, con 
gobiernos, contextos y coyunturas distintas, pero no lograron ser lo suficientemente flexibles 
para adaptarse a los cambios, lo que implicó desfases en la ejecución y afectación al alcance de 
resultados e impacto. También, la falta de voluntad política de los gobiernos para aprovechar 
de la mejor manera la cooperación de la UE redujo sustancialmente la capacidad de impacto 
de estos programas, sometiéndolos en gran medida, a actividades clásicas de la cooperación 
como formar, capacitar y equipar.

4.	 La trascendencia de los programas radica en el apoyo técnico especializado que brindan y/o 
brindaron a las instituciones involucradas y a las y los operadores de justicia en la mejora 
de sus capacidades a diferente nivel, lo que se esperaría incidiera en el fortalecimiento 
institucional y en una mejor eficacia y eficiencia de los servicios en seguridad y justicia, lo 
cual es una demanda ciudadana constante.

5.	 Para el caso del SEJUST, el apoyo a la CICIG ha sido un significativo aporte a la lucha contra 
la impunidad en Guatemala siendo una apuesta acertada la transferencia de capacidades al 
Ministerio Público. Definitivamente, la alianza MP- CICIG ha sido exitosa. 

6.	 Las escasas intervenciones de los programas hacia la independencia judicial y el acceso a la 
justicia de las mujeres han sido oportunas y convenientes pero sin efectos hasta hoy y sin 
certeza de que los tengan a futuro. 

Conclusiones
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7.	 Los cuerpos de dirección de los programas, donde participan las instituciones beneficiarias, 
no han cumplido con su rol en la toma de decisiones políticas ni han incidido para una 
coordinación interinstitucional y programática; tampoco para que los programas sean 
adoptados por las instituciones para apropiarse de sus beneficios. 

8.	 Ha faltado en los programas una estrategia de comunicación interna fluida entre los 
diferentes órganos que participan, especialmente: UE, Comité Director, Unidad Gestora, 
ATI e instituciones beneficiarias. También ha faltado claridad en los mandatos de cada 
uno de estos órganos, lo cual ha provocado fricciones que redundan negativamente en la 
implementación.

9.	 Los Programas SEJUST, PASS y PADH no se han articulado con otros similares con 
metas comunes, en contravención a la Declaración de París sobre la mejora de la Eficacia 
de la Ayuda al Desarrollo (2005) y su Plan de Acción de Accra (2008), que promueven la 
armonización para trabajar en cooperación, articulando esfuerzos de manera coordinada. 
Incluso ha predominado un divorcio entre los programas de la UE. Por otra parte, por una 
débil gestión de los equipos, por falta de voluntad política, por cambios de gobierno y de 
coyunturas y contextos, los programas no lograron actuar bajo un enfoque estratégico basado 
en resultados, por lo que no superaron la lógica de organización de talleres y trascender a la 
de procesos.

10.	Es relevante que iniciativas que surgieron en el PASS sean retomadas por EuroJusticia para 
lograr su concreción, como los centros de conciliación, el expediente digital y los juzgados de 
flagrancia, entre otros.

11.	Salvo las subvenciones que se practicaron en el PASS, las organizaciones de sociedad civil han 
estado ausentes en los programas tanto para la articulación de acciones en  complementariedad 
como para un monitoreo cercano sobre el avance hacia objetivos, resultados y metas. 

Créditos: Aron Lindblom.

Familiares, afectados e integrantes de organizaciones sociales en el antiguo destacamento militar de San Juan Cotzal, región Ixil, 
que funcionó como cementerio clandestino, recuerdan a las víctimas del genocidio.
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En torno a ejes temáticos priorizados, se recomienda:

1.	 En materia de Diálogo Político

i.	 Que la UE sostenga un mayor diálogo político con los Estados y las instituciones 
beneficiarias, en torno a las líneas estratégicas de los programas, validando su compromiso. 

ii.	 Una mayor constancia y fluidez del diálogo político entre la UE y el Comité Director 
de los Programas en cuestión. A su vez, el Comité Director de los Programas debe 
efectivamente cumplir su rol y dialogar a alto nivel. 

iii.	 El/la administrador del programa debe mantener un diálogo político con el Comité 
Director, con la UE, con las instituciones beneficiarias y con otras entidades estatales 
relacionadas con los programas.

2.	 Presencia de enfoques que garanticen respeto a los derechos humanos

i.	 Que la UE base sus acciones en una metodología basada en la teoría del cambio, 
incluyendo cómo sus programas contemplan que las actividades previstas promuevan 
cambios y avances positivos en materia de derechos humanos.

ii.	 Que la gestión esté basada en resultados, dirigida a producir cambios y obtener resultados 
concretos. 

iii.	 Que se inserte en un enfoque basado en derechos humanos a fin de garantizar la 
cooperación de la UE fortalezca los Estados para cumplir con sus obligaciones en materia 
de derechos humanos. 

iv.	 Que se integre el enfoque de interculturalidad, como parte esencial de los programas, 
de manera tal que se orienten al acercamiento de culturas partiendo del reconocimiento 
de la diversidad, y de un marco jurídico nacional e internacional que establece como 
derechos estas diferencias a nivel individual y colectivo, especialmente en países como 
Guatemala y Honduras donde existe población indígena altamente discriminada3. 

3 Este enfoque tiene especial relevancia en programas que buscan cambios en las relaciones entre titulares de derechos y el 
Estado priorizando a las poblaciones en situación de mayor vulnerabilidad como los indígenas.

Recomendaciones
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3.	 Perspectiva de género y su concreción 

i.	 Los derechos de las mujeres deben expresamente contemplarse en la planificación, en el 
marco lógico, en los resultados y en las metas de los programas.

ii.	 Considerar otras experiencias de atención integral de las mujeres en vistas de un modelo 
que integre el Sistema de Atención Integral (SAI), el Modelo de Atención Integral (MAI) 
y el modelo del IDPP en Guatemala.

iii.	 Considerar las estrategias de coordinación entre entidades de justicia para implementar 
eficazmente la Política sectorial de coordinación interinstitucional para mejorar 
el tratamiento de los casos de violencia contra la mujer en el Sistema de Justicia de 
Guatemala, firmada en septiembre de 2014 entre el MP, IDPP, Ministerio de Gobernación 
y la Comisión Nacional para el Seguimiento y Apoyo al Fortalecimiento de la Justicia. 

iv.	 Apoyar la generación de infraestructura judicial enfocada en la creación de nuevos 
órganos jurisdiccionales especializados en femicidio y otras formas de violencia contra 
la mujer, combinada con el apoyo a la creación de fiscalías de la mujer en el Ministerio 
Público. 

v.	 El acceso a la justicia de las mujeres no debe centrarse sólo en materia penal, sino también 
en materia familiar.  

vi.	 La cooperación de la UE debe incluir expresamente a las Unidades de Género de las 
Cortes Suprema de Justicia para fortalecer su incidencia al interior de la administración 
de justicia.

4.	 Toma de Decisiones en los Programas

Para mejorar la efectividad del trabajo del Comité Director se recomienda:

i.	 Que sus reuniones queden calendarizadas en la planificación anual.

ii.	 Que la convocatoria del Comité la haga la UE según la calendarización aprobada.

iii.	 Que quede establecido previamente un suplente con capacidad moderada de toma de 
decisión, quien asistirá a la reunión cuando el titular no pueda hacerlo.

iv.	 Crear un subcomité director integrado por dos técnicos de cada institución beneficiaria 
que se reúna periódicamente para preparar y agilizar los temas que serán abordados por 
el Comité Director.

5.	 Necesaria coordinación y articulación entre las instituciones beneficiarias

i.	 Los programas deben ser más estratégicos políticamente para que los beneficiarios 
generen acciones con visión estratégica, y no se limiten a la implementación técnica-
presupuestaria. 

ii.	 Crear una agenda común que implique acción conjunta, articulada y complementaria, 
para que los programas no sean sólo la suma de actividades aisladas.

iii.	 Facilitar a las instituciones beneficiarias una visión panorámica de todo el programa y no 
sólo de su proyecto, para erradicar la duplicidad y a optimizar recursos. 
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iv.	 Promover reuniones del subcomité director con la ATI y con la dirección del programa, 
a fin de dar un seguimiento más cercano a los procesos y coordinar acciones entre 
instituciones beneficiarias.

v.	 Partir de la igualdad entre las instituciones beneficiarias para evitar roces y falsas 
supremacías de unos en relación con otros, sentando bases de igualdad y diálogo 
institucional.

vi.	 Dar mayor visibilidad y transparencia a los programas.

vii.	Articular los programas con organizaciones de sociedad civil y con otros donantes y 
programas temáticamente afines, para la veeduría social y el trabajo complementario.

viii.	Crear espacios operativos de interacción con organizaciones de sociedad civil, para 
consolidar consultas en temas relevantes como seguridad, justicia y derechos humanos. 

ix.	 Mejorar la articulación entre programas de la UE promoviendo encuentros entre sus 
programas para compartir lecciones aprendidas y buenas prácticas que ayuden a mejorar 
la gestión presupuestaria y financiera, así como la ejecución programática. Un informe 
de sistematización de estas experiencias sería un aporte importante para la cooperación 
y para futuros programas de la UE.

6.	 Adaptabilidad y operatividad a nuevas coyunturas y contextos

i.	 Que la planificación y la implementación de los programas coincida con el mismo 
gobierno de turno. Si ello no es posible, concebir una planificación fragmentada, de tal 
manera que una parte se ejecute con el gobierno de turno y la otra se negocie y consense 
con el próximo.

ii.	 Vincular los programas y políticas públicas relacionadas temáticamente, siendo la política 
pública el núcleo articulador.

iii.	 Los modelos de gestión de los programas deben ser más ágiles, flexibles y adaptables a 
los cambios de contexto.

iv.	 Protocolizar los procesos de licitación y contratación, con la debida ratificación por las 
instituciones competentes, para lograr certeza y agilidad en las contrataciones técnicas y 
de servicios.

v.	 Calendarizar todas las Asistencias Técnicas de corto plazo que necesita cada contraparte 
hasta la finalización del contrato, y compartir esta calendarización con las instituciones 
beneficiarias.

vi.	 Desarrollar un manual/protocolo para la selección de consultores/as y para la revisión de 
sus productos, con la debida participación de la autoridad nacional.

vii.	 Incorporar un plan de transferencia de capacidades en línea con el fortalecimiento 
institucional, a efecto de lograr la sostenibilidad de los procesos, tal como lo prevé el 
SEJUST en relación con la CICIG y el MP.

7.	 Definición de tareas

i.	 Desarrollar un manual de funciones en cada programa que defina claramente 
responsabilidades con descripción de funciones.  
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ii.	 Dotar al/la administrador/a o director/a de funciones técnicas-programáticas para llevar 
el avance hacia resultados y que tenga el rol de referente técnico con el ATI. 

iii.	 Crear un mecanismo ad hoc de resolución de conflictos al interior del programa, donde 
participen la UE y las entidades beneficiarias, para conocer, decidir y resolver sobre los 
conflictos que surjan. 

iv.	 Garantizar cierta estabilidad del personal contratado para el programa y que su remoción 
responda a un debido proceso para evitar arbitrariedades. 

8.	 Seguimiento programático

i.	 Realizar en forma inmediata una revisión de medio término en el SEJUST y en el PADH 
y preparar un plan de implementación de las recomendaciones que arroje esta revisión.

ii.	 Seguir una planificación de monitoreo y seguimiento orientado a la puesta en evidencia 
de la capacidad de los Programas para producir cambios. 

iii.	 El subcomité director, junto con la administración y la ATI, deben ir midiendo y 
advirtiendo sobre los obstáculos y avances del programa.

iv.	 Que se promuevan mecanismos que garanticen la apropiación de los programas al 
interior de las instituciones. 

Créditos: Sean HAWKEY.

Policía y ejército patrullan la zona en un intento de restaurar la paz en el área de Chamelecón, San Pedro Sula.
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